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ACTA DE AUDIENCIA PÚBLICA No. 047
SEGUNDA INSTANCIA

	Hora: 
	10:30 a.m.

	Imputado: 
	Javier Darío Rodríguez

	Cédula de ciudadanía No:
	18616627 de Santa Rosa de Cabal (Rda.)

	Delito:
	Hurto Calificado

	Víctima:
	Yuli Andrea Ramírez López

	Procedencia:
	Juzgado Primero Penal Municipal de Pereira con funciones de conocimiento

	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensa contra el fallo de condena de fecha cuatro (4) de septiembre de 2008.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- Dan cuenta los registros, que el día doce (12) de junio de 2008 a eso de las 8:45 p.m., la joven YULI ANDREA RAMÍREZ LÓPEZ transitaba por las escaleras que descienden al parque del Colegio Estrada en el vecino municipio de Marsella (Rda.), cuando vio llegar un sujeto quien se paró frente a ella con un puñal en la mano, se lo puso en el estómago, la amenazó y le pidió que le entregara sus pertenencias. La víctima le entregó su celular y le dijo que no tenía dinero, acto seguido el agresor huye y es perseguido por la autoridad en atención a las voces de auxilio de personas residentes en el sector.
A consecuencia de ese reprochable acto, la menor resultó herida en uno de los dedos de la mano.

Una vez aprehendido e identificado, el responsable admite su autoría y procede a señalar el lugar en donde arrojó el elemento sustraído. 

1.2.- El día siguiente y a instancias del Fiscal, se llevan a cabo ante el Juzgado Promiscuo Municipal con funciones de Control de Garantías de Marsella (Rda.) las audiencias preliminares de legalización de captura, imputación e imposición de medida de aseguramiento, dentro de las cuales: (i) se consideró legal la aprehensión; (ii) se atribuyó autoría en el punible de HURTO CALIFICADO al tenor de los artículos 239 y 240 inciso segundo del Código Penal, modificado por el artículo 37 de la Ley 1142 de 2007, cargo que le indiciado NO ACEPTÓ; y (iii) se impuso por el juez medida de aseguramiento consistente en detención domiciliaria.
Posteriormente, las partes llegaron a un PREACUERDO dentro del cual el procesado aceptó los cargos imputados a cambio de recibir los beneficios legales.
1.3.- Con fundamento en esa negociación, el asunto fue remitido al Juzgado Penal Municipal con funciones de conocimiento de esta capital, correspondiéndole al primero de esa categoría, autoridad que llevó a cabo la audiencia de individualización de pena y sentencia, al cabo de la cual: (i) aceptó los términos del preacuerdo; (ii) declaró penalmente al acusado en consonancia con los cargos imputados; (iii) le impuso pena privativa de la libertad equivalente a doce (12) meses y veintiún (21) días de prisión, más la accesoria de interdicción de derechos y funciones públicas por tiempo igual; y (iv) le negó el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena por ausencia del requisito subjetivo al que se contrae el artículo 63 del estatuto represor.
1.4.- El defensor no estuvo de acuerdo con esa determinación y la impugnó, motivo por el cual los registros fueron remitidos a esta Colegiatura con el fin de desatar la alzada.
2.- El Debate

2.1.- Defensa -recurrente-

Concentra su intervención a procurar para su patrocinado la concesión de un beneficio liberatorio, para cuyo efecto resalta:

- Es verdad que el sentenciado incurrió en una infracción penal de cierta gravedad, pero luego de ese error lo admitió y quiso colaborar con la administración de justicia aceptando su responsabilidad.
- El Juzgado de Control de Garantías constató que se trata de una persona trabajadora, cabeza de hogar y del cual también depende una hermana. Precisamente por eso y porque se sabe de su arraigo en la comunidad de Marsella, al igual que del reintegro del celular apropiado con la consiguiente indemnización integral, le fue concedida la detención domiciliaria con permiso para trabajar. Contra esa determinación se alzó la Fiscalía pero luego desistió del recurso, seguramente al conocer los resultados del informe socio-familiar.

- Posteriormente vino el preacuerdo que se sometió a la aprobación del Juez y pasó la prueba. Lamentablemente allí no se tocó el tema del subrogado y no se incluyó el derecho a ese beneficio, motivo por el cual el fallador fue libre de tomar la determinación en el sentido de privarlo de la libertad. 
- A pesar de la decisión adversa, el Juez no tuvo en cuenta nada distinto a la gravedad del delito, dejando de lado la personalidad de su defendido, el ser cabeza de familia, su arraigo y el venir gozando de ese beneficio desde las audiencias preliminares. 

- Opina que su cliente “ha cumplido la pena” y tiene derecho a la libertad, dado el tiempo que ha permanecido en prisión y porque ya supera las 3/5 partes de la sanción.
2.2.- Fiscal -no recurrente-

Se opone rotundamente a los planteamientos del defensor y solicita la confirmación del fallo confutado, con fundamento en:

- Indudablemente la infracción cometida tiene que calificarse de grave en atención a la violencia ejercida contra una víctima indefensa y las circunstancias particulares en las cuales se llevó a cabo el latrocinio. Así es porque se trató de un ataque en sitio oscuro y contra una mujer menor de edad
- Es falso que hubiera devuelto el celular. Lo que en realidad pasó fue su captura en flagrancia y a consecuencia de ello se vio comprometido a señalar el lugar en donde había arrojado el aparato y de esa forma se logró la devolución.
- No tiene sentido que el defensor exprese que su representado ya cumplió la pena porque eso es falso y no se ha hecho una petición expresa para conseguir la libertad condicional.

3.- La Decisión

Ha sido convocada esta Sala de Decisión para definir la segunda instancia en el caso que por una conducta contra el patrimonio económico se adelanta contra el señor JAVIER DARÍO RODRÍGUEZ, luego de haber aceptado su responsabilidad en los hechos que dieron origen a la actuación.

Es su apoderado judicial quien interpuso el recurso de apelación y lo sustentó ante esta Corporación, razón por la cual nos ha habilitado para hacer el pronunciamiento de fondo que en derecho corresponde, única y exclusivamente en lo atinente con la negación del instituto de la suspensión condicional de la ejecución de la pena.

Antes de proceder a ese análisis, precisa decir que la Colegiatura no observa irregularidad sustancial que pueda afectar la estructura del proceso, ni desconocimiento de garantía o derecho fundamental en cabeza de alguna de las partes e intervinientes, de previo e imperativo pronunciamiento.

El letrado ha hecho un esfuerzo por rescatar los factores que favorecen a su procurado y aminorar aquellos otros que de alguna manera le resultan adversos. Entre los primeros se cuentan: el haberse allanado prontamente a los cargos imputados; el monto de pena finalmente impuesta no superior a los tres años de prisión; ser persona trabajadora; padre de familia; tener arraigo en la comunidad y haber indemnizado a la víctima, razones por las cuales al momento de las preliminares se le otorgó la casa por cárcel sin que la Fiscalía finalmente se opusiera a esa determinación del Juez de Garantías. Entre los segundos, se tienen: la gravedad del hecho endilgado, las circunstancias particulares en que se actuó y el poseer antecedentes.
El punto de partida obligado para la decisión final que nos corresponde adoptar, es la argumentación contenida en la sentencia objeto de apelación. Una revisión somera a esa motivación, nos enseña que el fallador tuvo en consideración para negar la liberación: (i) ser la conducta altamente reprochable y comportar alarma social, dado que con acero en mano atemorizó a una menor y se apropió de sus pertenencias con el consabido peligro para su vida o la integridad física; (ii) existir necesidad de hacer efectiva la pena por prevención especial; y (iii) ser el acusado poseedor de antecedentes penales, motivo por el cual está demostrando que esos compromisos judiciales anteriores no fueron suficientes para reflexionar acerca del mal rumbo que le estaba dando a su vida.

Como vemos, el sentenciador hizo un marcado énfasis en la gravedad de la conducta. El norte de esa aseveración está signada por los fines retributivos y de prevención negativa tanto general como especial conferidos a la pena privativa de la libertad, los cuales no pueden estar ausentes en la labor de administrar justicia, según nos lo recuerda la Corte Constitucional en los siguientes términos:

“La función de la pena debe examinarse en el momento estático de su descripción legislativa y en el dinámico de su efectiva aplicación. En el primero, la pena cumple una función preventiva (para que los asociados se abstengan de realizar el comportamiento delictivo so pena de incurrir en la imposición de sanciones), mientras en la segunda, la potestad punitiva del Estado se hace presente mediante la imposición de la pena en concreto, con la represión que implica castigar efectivamente, con el rigor requerido, aquellos delitos abominables”.

Desde luego, el profesional que asiste la defensa, como ya se vio, rescata la otra cara del problema, nada diferente a la referida con la personalidad del sujeto, a su medio ambiente familiar y social; igualmente, a la conducta post delictual consistente en el arrepentimiento por el allanamiento a los cargos. 

Un entendimiento claro del dispositivo 63 del Código Penal, obliga a los falladores a analizar ambas situaciones problemáticas, en una valoración de conjunto, no de exclusión sino de integración; en consecuencia, sólo una ponderación globalizante nos permite arribar a la conclusión que se ajuste a cada caso singular (casación del 08-02-00, radicado 11.203):

“En el examen de la procedencia o improcedencia del subrogado deben contar la buena conducta anterior del procesado, las actitudes posteriores al hecho delictivo que tiendan a detener sus efectos perjudiciales, la indemnización y la presentación voluntarias, como elementos expresivos de una personalidad positiva del acusado, pero de igual manera deben examinarse juntamente con ésta la naturaleza y modalidades del hecho punible”.

No es por tanto tarea fácil para el operador judicial poder precisar en cada caso si lo más conveniente desde el punto de vista social es la aplicación efectiva de la pena, o por el contrario abrir paso a la liberación a efectos de procurar no afectar más allá de lo estrictamente necesario al destinatario de la sanción. De allí que la ley y la jurisprudencia concedan al sentenciador un amplio margen de discrecionalidad, desde luego racional y reglado, a efectos de que pueda ponderar en cada caso particular lo que considere más justo.

Es labor del Tribunal cotejar las posiciones antagónicas y elegir la que se considere más cercana a la razonabilidad. En el caso sub examine, no podemos poner en duda que varias de las aseveraciones de la defensa son de recibo y tienen sentido en orden a obtener una resolución favorable a su protegido, como decir, por ejemplo, que seguramente está arrepentido de su obrar, que indemnizó a la víctima y que debe velar por el sustento de los suyos; sin embargo, de los argumentos expuestos tanto por el juez de primera instancia como por la delegada Fiscal, concluimos que los puntos claves para la definición de este asunto lo aportan éstos últimos y explicamos:

El lado débil de la posición antagónica que representa la defensa, consiste en que su intervención no logra desdibujar la aseveración más contundente que se le enrostra al acusado, no otra que el haber incursionado en un delito de suma gravedad. Se tiene conocimiento que el justiciable aprovechó la presencia de una menor de edad en zona oscura para sacar un puñal y le exigió la entrega de todas sus pertenencias, como no tenía plata se apoderó de su celular, pero no sin antes agredirla con el arma y lesionarle un dedo. Tal proceder es profundamente censurable y evidencia la insensibilidad moral del actuante, al punto de poner en inminente riesgo la integridad física de la inerme e indefensa niña.
Ningún argumento sale al paso para refutar ese aserto, como tampoco esboza la defensa nada en contra de la afirmación de la instancia y debidamente corroborada en autos, acerca de que el procesado ya cuenta con antecedentes judiciales, porque si bien se trata de comportamientos delictivos diferentes dado que hacen referencia a portes de armas de fuego y violencia intrafamiliar, nos deja el sinsabor de que estamos en presencia de un individuo que por motivos desconocidos ha incursionado una y otra vez en conductas antisociales. 

Así aceptáramos en gracia de discusión que es persona trabajadora, conocida en su medio y que contribuye al sustento de sus parientes, lo antes dicho desdibuja esa imagen potencialmente favorable y lo revela como sujeto requirente de tratamiento penitenciario en los términos en que lo anunció la Fiscalía y lo concluyó la primera instancia.

Con fundamento en lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de recurso. 

Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE


   FRANCO RENGIFO MATTA

LEONEL ROGELES MORENO
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Cfr. Sentencia C-565/93.
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